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Panel integrado por su presidente, el Juez Bermúdez Torres, la 
Jueza Domínguez Irizarry, la Jueza Rivera Marchand, la Jueza 

Mateu Meléndez y la Jueza Álvarez Esnard 
 

Domínguez Irizarry, Jueza Ponente 
 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 9 de abril de 2021. 

Comparece el recurrente, señor Alexis Rosado Vargas, y solicita 

nuestra intervención a los fines de que dejemos sin efecto la 

determinación emitida, en reconsideración, el 24 de noviembre de 

2020 por la División de Remedios Administrativos. Mediante la 

misma, la agencia recurrida, entre otras cosas, le expresó al 

recurrente que no tenía jurisdicción para intervenir con la 

determinación emitida por la Junta de Libertad Bajo Palabra (en 

adelante Junta). 

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

confirma la Resolución recurrida. 

I 

El recurrente se encuentra bajo la custodia del Departamento de 

Corrección y Rehabilitación en la Institución Correccional Guerrero 

304 de Aguadilla, en donde cumple una sentencia de once (11) años 

de reclusión, a extinguir el 21 de febrero de 2023. Luego del 

recurrente cumplir el mínimo de su sentencia, y celebrada la vista 
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para determinar si se le concedía el beneficio de libertad bajo 

palabra, la Junta dictó una Resolución el 13 de julio de 2020. 

Mediante la misma, se le denegó al recurrente el privilegio de 

libertad bajo palabra, por no contar con un plan de salida viable. No 

obstante, en la determinación la Junta hizo constar que se volvería 

a considerar el privilegio en junio de 2021, fecha en la cual debía 

haber sometido un plan de salida completo para ser considerado.  

Además, la Junta expresó en la referida Resolución que el 

Departamento de Corrección y Rehabilitación había incumplido con 

su deber de remitir el Informe Actualizado de Ajuste y Progreso y un 

Informe Breve de Libertad Bajo Palabra. Por ello, ordenó al 

Departamento de Corrección y Rehabilitación a que, para junio de 

2021, presentara los mismos. 

Así las cosas, el 28 de septiembre de 2020, el recurrente presentó 

una Solicitud de Remedios Administrativos ante la División de 

Remedios Administrativos del Departamento de Corrección y 

Rehabilitación.  Mediante la misma, solicitó que se le informara por 

escrito las razones por las cuales el Departamento de Corrección y 

Rehabilitación había incumplido con el requerimiento previo de la 

Junta de someter un Informe de Ajuste y Progreso Actualizado, un 

Informe de Libertad Bajo Palabra actualizado, el inventario de 

medición de riesgo (conocido como LSI-R por sus siglas en inglés) y 

la corroboración del plan de salida.1 El 2 de noviembre de 2020, 

notificada el 4 de noviembre de 2020, la División de Remedios 

Administrativos atendió el pedido del recurrente respondiendo lo 

siguiente: “se citó al confinado para entregarle nueva Resolución de 

l[a] Junta de Libertad Bajo Palabra que indica No Conceder el 

 
1 Separadamente, el recurrente presentó una solicitud de reconsideración ante la 
Junta a la cual anejó los documentos requeridos para evaluar su caso. El 21 de 

octubre de 2020, la Junta denegó en reconsideración. Inconforme el recurrente 

recurrió ante este Tribunal el 30 de noviembre de 2020 en el caso Alexis Rosado 
Vargas v. JLBP, KLRA2020-00497. 
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Privilegio de Libertad Bajo Palabra y volver a considerar e[n] [j]unio 

de 2021.”2  

Aún en desacuerdo, el 8 de noviembre de 2020, el recurrente 

solicitó la reconsideración ante la División de Remedios 

Administrativos bajo el fundamento de que la respuesta recibida no 

había resuelto el asunto planteado. Además, planteó que, debido al 

incumplimiento del Departamento de Corrección y Rehabilitación, 

se le había denegado la libertad bajo palabra. Luego de evaluada la 

petición, el 24 de noviembre de 2020, notificada el 4 de diciembre 

de 2020, la División de Remedios Administrativos emitió una 

Respuesta de Reconsideración al Miembro de la Población 

Correccional en la cual expresó lo siguiente:  

Luego de evaluar la Solicitud de Reconsideración se 

determinó DENEGAR la misma. Al examinar la 
totalidad del expediente social y criminal encontramos 
que usted fue referido a la Junta de Libertad Bajo 

Palabra el 12 de julio de 2019 mientras se encontraba 
en el Anexo 292. Al corroborar el informe FE-I-1 los 

datos referente a su plan de salida fueron incluidos 
según usted manifestó. El 9 de noviembre de 2020 se 
redactó informe de ajuste y progreso según solicitado 

por este organismo. Entendemos que su caso ha sido 
trabajado apropiada[mente] siguiendo los términos 
establecidos. En cuanto a la determinación de la Junta 

de Libertad Bajo Palabra no tenemos jurisdicción. 
(Énfasis en el original.)3 

 

Inconforme, el 30 de diciembre de 2020, el recurrente presentó 

un recurso de revisión ante este Tribunal y levantó la comisión de 

tres errores: 

Cometió error el Departamento de Corrección y 

Rehabilitación al no cumplir en este caso con el debido 
proceso de ley que le garantiza al recurrente el Artículo 
II sección 7 de la Constitución del Estado Libre Asociado 

de Puerto Rico; por medio del incumplimiento cra[s]o de 
la trabajadora social Sra. Mariel Cabán Morales y su 

Programa de Comunidad. 
 
Cometió error el Departamento de Corrección y 

Rehabilitación al denegar la “Solicitud de 
Reconsideración” por las razones expuestas en su 

determinación. 
 

 
2 Véase Apéndice del recurso, pág. 4. 
3 Véase Apéndice del recurso, pág. 8. 
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Cometió error el Departamento de Corrección y 
Rehabilitación al no tomar en consideración los 

argumentos expuestos en la “Solicitud de 
Reconsideración” y no exponer determinaciones de 

hechos y conclusiones de derech[o]. 
 

El 17 de febrero de 2021, la Oficina del Procurador General de 

Puerto Rico, en representación del Departamento de Corrección y 

Rehabilitación, compareció mediante Escrito en Cumplimiento de 

Resolución. En el mismo, el Procurador General sostiene que la 

División de Remedios Administrativos carece de jurisdicción para 

cambiar la determinación de la Junta y que el Departamento de 

Corrección y Rehabilitación tiene hasta junio de 2021, fecha en que 

se vuelve a considerar el caso del recurrente, para entregar los 

documentos requeridos. Por último, arguye que la Junta no podía 

conceder el privilegio hasta tanto el Departamento de Corrección 

reciba y envíe la carta de aceptación del Programa de Reciprocidad 

del estado de Pensilvania en cumplimiento con el Artículo IX, 

Sección 9.1 del Reglamento Procesal de la Junta de Libertad Bajo 

Palabra, Reglamento Núm. 7799, de 21 de enero de 2010 

(Reglamento Núm. 7799). 

Luego de examinar el expediente de autos y de contar con el 

beneficio de la comparecencia de las partes, estamos en posición de 

adjudicar la presente controversia. 

II 

A 

En virtud de las disposiciones contenidas en la Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme, Ley 38-2017, según 

enmendada, 3 LPRA sec. 9601 et seq, la autoridad conferida al 

Administrador de Corrección por la Ley Núm. 116 de 22 de julio de 

1974, según enmendada, 4 LPRA sec. 1101 et seq, conocida como 

la Ley Orgánica de la Administración de Corrección, y conforme al 

Plan de Reorganización Núm. 2 de 21 de noviembre de 2011, se 

adoptó el Reglamento para Atender Solicitudes de Remedios 

javascript:searchLawCitation('38',%20'30-junio-2017')
javascript:citeSearch('3LPRA9601',%20'MJPR_LPRA2007')
javascript:searchLawCitation('116',%20'22-julio-1974')
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Administrativos Radicadas por los Miembros de la Población 

Correccional, Reglamento Núm. 8583 del 4 de mayo de 2015.  

El objetivo principal del Reglamento Núm. 8583, supra, es que 

toda persona recluida en una institución correccional disponga de 

un organismo administrativo, en primera instancia, ante el cual 

pueda presentar una solicitud de remedio, con el fin de minimizar 

las diferencias entre los miembros de la población correccional y el 

personal, y para evitar o reducir la radicación de pleitos en los 

tribunales de justicia. La solicitud de remedio se define como un 

recurso que presenta un miembro de la población correccional por 

escrito, de una situación que afecte su calidad de vida y seguridad, 

relacionado a su confinamiento. Regla IV (24) del Reglamento 

Núm. 8583, supra. La División de Remedios Administrativos del 

Departamento de Corrección y Rehabilitación tendrá jurisdicción, 

entre otras cosas, para atender toda solicitud de remedio radicada 

por los miembros de la población correccional relacionada directa o 

indirectamente con actos o incidentes que afecten personalmente al 

miembro de la población correccional en su bienestar físico, mental, 

en su seguridad personal o plan institucional. Regla VI (1) 

del Reglamento Núm. 8583, supra.  

B 

En cuanto a la revisión judicial, es norma firmemente establecida 

que los tribunales apelativos deben conceder gran deferencia a las 

determinaciones de las agencias administrativas, debido a la vasta 

experiencia y conocimiento especializado que les han sido 

encomendados. Asoc. Fcias. v. Caribe Specialty et al. II, 179 DPR 

923, 940 (2010). Los procedimientos y las decisiones de las agencias 

administrativas gozan de una presunción de regularidad y 

corrección. Por ello, quien alegue lo contrario, tendrá que presentar 

evidencia suficiente para derrotar esta presunción, no pudiendo 
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descansar en meras alegaciones. Pacheco v. Estancias, 160 DPR 

409, 431 (2003). 

En virtud de ello, la revisión judicial de las determinaciones de 

las agencias administrativas deberá limitarse a establecer si 

actuaron de forma arbitraria, ilegal o tan irrazonable que la 

actuación constituye un abuso de discreción. Empresas Toledo v. 

Junta de Subastas, 168 DPR 771, 783 (2006); Cruz v. 

Administración, 164 DPR 341 (2005). A tenor con esta norma, los 

tribunales limitan su intervención a evaluar si la decisión de la 

agencia es razonable, y no si hizo una determinación correcta de los 

hechos ante su consideración. Assoc. Ins. Agencies, Inc. v. Com. 

Seg.P.R., 144 DPR 425, 437 (1997). 

III 

En la presente causa, el recurrente argumenta que la Junta le 

denegó el privilegio de libertad bajo palabra por causas no 

atribuibles a él, sino a omisiones del Departamento de Corrección y 

Rehabilitación.  Según surge de la Resolución emitida por la Junta 

el 13 de julio de 2020, el Departamento de Corrección y 

Rehabilitación incumplió con su deber de someter el Informe 

Actualizado de Ajuste y Progreso, el Informe de Libertad Bajo 

Palabra actualizado, un inventario de medición de riesgo y la 

corroboración del plan de salida. Sin embargo, la Junta expresó 

claramente en su dictamen que denegaba al recurrente el privilegio 

de libertad bajo palabra por este carecer de un plan de salida.  No 

es correcta la apreciación del recurrente, la Junta no atribuyó su 

denegatoria a la falta de los mencionados documentos.  

Por otro lado, tal cual citado, Reglamento Núm. 8583, supra, 

concede jurisdicción a la División de Remedios Administrativos para 

atender las solicitudes de remedios relacionadas directa o 

indirectamente con actos o incidentes que afecten el bienestar físico 

o mental de los miembros de la población correccional, la seguridad 
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personal o institucional. Cabe destacar que, el Regla-

mento Núm. 8583, supra, no otorga jurisdicción a la División de 

Remedios Administrativos para revisar las determinaciones de la 

Junta de Libertad Bajo Palabra. En virtud de lo anterior es forzoso 

concluir que, la División de Remedios Administrativos actuó 

correctamente al resolver que carece de jurisdicción para intervenir 

con la determinación de la Junta de denegar al recurrente la libertad 

bajo palabra. 

IV 

Por los fundamentos antes expuestos, se confirma el dictamen 

recurrido. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 
 

 Tribunal de Apelaciones.        

              
                                            Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

                Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


